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RESOLUCION No. DESAJMOR20-1059 
18 de marzo de 2020 

 

“Por medio de la cual se declara la urgencia manifiesta en el Distrito judicial de 
Montería para contratar la adquisición de elementos para la prevención del 

contagio del COVID-19” 
 

El Director Ejecutivo Seccional de Administración Judicial de Montería 

En ejercicio de sus facultades legales, y  
 

CONSIDERANDO: 
 

Que el día 11 de marzo de 2020, la ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD, 
OMS decretó el virus COVID-19 como una pandemia. 
 
Que el gobierno nacional a través del Ministerio de Salud y Protección Social, 
mediante la resolución No. 385 del 12 de marzo de 2020 declaró “la emergencia 
sanitaria en todo el territorio nacional hasta el 30 de mayo de 2020 (…)” 
 
Que a la fecha de expedición de este acto administrativo los casos de personas 
infectadas en Colombia con el virus COVID-19 han aumentado diariamente. 

Que el inciso 5º del artículo 49 de la Constitución Política Nacional consagra: 
“Toda persona tiene el deber de procurar el cuidado integral de su salud y de su 
comunidad.”, a su vez el numeral 2 del artículo 95 del mismo texto señala como un 
deber de las personas: “Obrar conforme al principio de solidaridad social, 
respondiendo con acciones humanitarias ante situaciones que pongan en peligro 
la vida o la salud de las personas.” 

Que el artículo 103 de la Ley 270 de 1996 en sus numerales 3º y 6º establece 
como funciones del Director Seccional de la Rama Judicial las siguientes: 
“3. Suscribir en nombre de la Nación-Consejo Superior de la Judicatura los actos y 
contratos que deban otorgarse o celebrarse, conforme a los actos de la delegación 
que expida el Director Ejecutivo de Administración Judicial. (…) 
6. Actuar como ordenador del gasto para el cumplimiento de las obligaciones que 
correspondan.” 
 
Que mediante acuerdo No. Acuerdo PCSJA20-11516 del 12 de marzo de 2020 
“Por el cual se declara la urgencia manifiesta y se autoriza una contratación” el 
Consejo Superior de la Judicatura decidió: 
 

“ARTÍCULO 1. Declarar la urgencia manifiesta para el control y contención del 
contagio del virus COVID 19 (Coronavirus) en la Rama Judicial.  
 
ARTÍCULO 2. Autorizar al Director Ejecutivo de Administración Judicial para 
celebrar los contratos que de forma directa tengan vocación de conjurar la 
afectación de salud antes considerada.” (Cursiva fuera de texto original). 
 
Que mediante CIRCULAR DEAJC20-17 el Director Ejecutivo de Administración 
Judicial dispuso:  

“2. Ahora bien, en el marco de la urgencia se busca la atención oportuna y eficaz 
de la emergencia, por lo que se podrán usar modalidades de selección expeditas, 
con miras a adquirir los elementos e insumos necesarios y previstos en el 
protocolo de salud adoptado por el Gobierno Nacional y así hacer efectivas las 
obligaciones y responsabilidades de la Nación - Consejo Superior de la Judicatura.  
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No obstante, la adopción de esta medida, no releva a los Ordenadores del Gasto 
la verificación de todas las exigencias o formalidades de imperativo cumplimiento, 
por tanto, los Directores Seccionales deben realizar ejercicios de planeación ágiles 
y eficaces, acatar los principios orientadores que rigen la contratación pública, 
especialmente los mandatos de optimización que atañen a la economía, celeridad, 
moralidad administrativa, transparencia, legalidad y debida vigilancia y control ya 
que la relación jurídica negocial y su ejecución son responsabilidad de los 
Directores Seccionales.” (Cursiva fuera de texto original). 
 
Que el Consejo Superior de la Judicatura emitió el Acuerdo No. PCSJA20-11518 
de 16 de marzo de 2020, “Por el cual se complementan las medidas transitorias de 
salubridad pública adoptadas mediante el Acuerdo 11517 de 2020”  y en el  
Parágrafo 1 del mismo dispuso: “El Consejo Superior de la Judicatura, a través de 
las direcciones seccionales de administración judicial dotará a los juzgados con 
función de control de garantías de elementos de bioseguridad para garantizar la 
salud de los jueces.” (Cursiva fuera de texto original). 
 
Que el artículo 42 de la Ley 80 de 1994 se refiere a la URGENCIA MANIFIESTA y 
dice: “ Existe urgencia manifiesta cuando la continuidad del servicio exige el 
suministro de bienes, o la prestación de servicios, o la ejecución de obras en el 
inmediato futuro; cuando se presenten situaciones relacionadas con los estados 
de excepción; cuando se trate de conjurar situaciones excepcionales relacionadas 
con hechos de calamidad o constitutivos de fuerza mayor o desastre que 
demanden actuaciones inmediatas y, en general, cuando se trate de situaciones 
similares que imposibiliten acudir a los procedimientos de selección 
o concurso públicos. 
La urgencia manifiesta se declarará mediante acto administrativo motivado.”  

 

De otro lado el artículo 43 de la Ley 80 de 1993 señala: “ARTÍCULO 43. DEL 
CONTROL DE LA CONTRATACIÓN DE URGENCIA. “Inmediatamente después 
de celebrados los contratos originados en la urgencia manifiesta, éstos y el acto 
administrativo que la declaró, junto con el expediente contentivo de los 
antecedentes administrativos, de la actuación y de las pruebas de los hechos, se 
enviará al funcionario u organismo que ejerza el control fiscal en la respectiva 
entidad, el cual deberá pronunciarse dentro de los dos (2) meses siguientes sobre 
los hechos y circunstancias que determinaron tal declaración. Si fuere procedente, 
dicho funcionario u organismo solicitará al jefe inmediato del servidor público que 
celebró los referidos contratos o a la autoridad competente, según el caso, la 
iniciación de la correspondiente investigación disciplinaria y dispondrá el envío del 
asunto a los funcionarios competentes para el conocimiento de las otras acciones. 
El uso indebido de la contratación de urgencia será causal de mala conducta. 

Lo previsto en este artículo se entenderá sin perjuicio de otros mecanismos de 
control que señale el reglamento para garantizar la adecuada y correcta utilización 
de la contratación de urgencia.” 

Que el Consejo de Estado, en Sala de Lo Contencioso Administrativo, Sección 
Tercera Subsección C; Consejero ponente: JAIME ORLANDO SANTOFIMIO 
GAMBOA, Bogotá D.C., siete (07) de febrero de dos mil once (2011), Radicación 
número: 11001-03-26-000-2007-00055-00(34425) manifestó: 
 
 “2.2. La Ley 80 de 1993, artículos 41 a 43 incorporó la figura de la urgencia 
manifiesta como una modalidad de contratación directa. Se trata entonces de un 
mecanismo excepcional, diseñado con el único propósito de otorgarle 
instrumentos efectivos a las entidades estatales para celebrar los contratos 
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necesarios, con el fin de enfrentar situaciones de crisis, cuando dichos contratos, 
en razón de circunstancias de conflicto o crisis, es del todo imposible celebrarlos a 
través de la licitación pública o la contratación directa. Es decir, cuando la 
Administración no cuenta con el plazo indispensable para adelantar un 
procedimiento ordinario de escogencia de contratistas. 
  
En otras palabras, si analizada la situación de crisis se observa que la 
Administración puede enfrentarla desarrollando un proceso licitatorio o 
sencillamente acudiendo a las reglas de la contratación directa, se hace imposible, 
en consecuencia, una declaratoria de urgencia manifiesta. Así las cosas, la 
imposibilidad de acudir a un procedimiento ordinario de selección de contratistas 
constituye un requisito legal esencial que debe ser respetado por las autoridades 
cuando se encuentren frente a situaciones que aparentemente puedan dar lugar a 
la utilización de este instrumento contractual. 
  
En este orden de ideas, “la urgencia manifiesta procede en aquellos eventos en 
los cuales puede suscitarse la necesidad de remediar o evitar males presentes o 
futuros pero inminentes, provocados bien sea en virtud de los estados de 
excepción, o por la paralización de los servicios públicos, o provenientes de 
situaciones de calamidad o hechos constitutivos de fuerza mayor o desastres, o 
cualquier otra circunstancia similar que tampoco dé espera en su solución, de tal 
manera que resulte inconveniente el trámite del proceso licitatorio de selección de 
contratistas reglado en el estatuto contractual, por cuanto implica el agotamiento 
de una serie de etapas que se toman su tiempo y hacen más o menos largo el 
lapso para adjudicar el respectivo contrato, circunstancia que, frente a una 
situación de urgencia obviamente resulta entorpecedora, porque la solución en 
estas condiciones, puede llegar tardíamente, cuando ya se haya producido o 
agravado el daño”[2]. 
  
Por otra parte, para la Sala resulta claro que uno de los elementos esenciales de 
la urgencia manifiesta lo constituye la obligación de verificar que el objeto del 
contrato necesita su permanencia, es decir, que se requiere garantizar por parte 
de la Administración la continuidad de un servicio que exige suministro de bienes, 
ejecución de obras o la propia prestación de servicios[3]. 
  
2.2. En cuanto a los requisitos formales de la declaración de urgencia manifiesta, 
considera la Sala que ellos se desprenden nítidamente de la lectura de los 
artículos 42 y 43 de la Ley 80 de 1993. 
  
Así, en primer lugar, el legislador (artículo 42) exige que la urgencia manifiesta se 
declare mediante acto administrativo motivado. Cabe señalar que dicho acto se 
enmarca dentro de las competencias discrecionales de la entidad contratante, 
puesto que pese a tener que sujetarse a requisitos formales, la declaración de 
urgencia depende completamente de los motivos de mérito o conveniencia que 
valore el respectivo funcionario. Por esta razón, el acto debe motivarse con 
razones ciertas y convincentes que permitan verificar la verdadera necesidad de la 
Administración de recurrir a este mecanismo de contratación. 
  
Ahora bien, esta exigencia del legislador, respecto de la motivación del acto,  
resulta lógica, en la medida que las circunstancias le permitan a los responsables 
de la Administración proferirlo, de lo contrario, la Administración podría hacerlo 
verbalmente y con posterioridad constituir la prueba de esta situación en el informe 
que debe elaborar para el correspondiente control fiscal. 
  
De otra parte, de esta disposición se infiere que la declaratoria de urgencia puede 
referirse a uno o varios contratos que se funden en el mismo motivo; pero, en la 
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motivación se debe hacer referencia específica a cada uno de los contratos que se 
vayan a celebrar con el objeto de señalar claramente su causa y finalidad[4]. 
  
Así mismo, resulta importante señalar que esta figura tiene un régimen jurídico 
especial, pues es el único caso en que el legislador permite expresamente el 
contrato consensual, esto es, cuando las circunstancias impiden la suscripción del 
contrato, se podrá incluso prescindir del acuerdo acerca de la remuneración del 
contratista, la cual podrá acordarse con posterioridad al inicio de la ejecución del 
contrato o en la liquidación del mismo. Se hace entonces evidente la prevalencia 
del interés general, en este caso, por encima de las formalidades de las 
actuaciones administrativas, pues el régimen jurídico cede ante situaciones 
excepcionales con el fin de permitir que las soluciones se den en el menor tiempo 
posible. [5]. 
  
Los otros requisitos formales exigidos por el legislador están presentes en el 
artículo 43 de la Ley 80 y se relacionan con el tema del control fiscal. Así, después 
de celebrados los contratos que se originen en la urgencia manifiesta, éstos y el 
acto administrativo que la declaró, junto con el expediente contentivo de los 
antecedentes administrativos, de la actuación y de las pruebas de los hechos, se 
enviarán a la autoridad competente para realizar el control fiscal, con el objeto de 
que esta investigue si fue o no procedente su declaratoria, éste funcionario tendrá 
dos meses para pronunciarse. 
  
A juicio de la Sala, el ejercicio de este control implica la verificación de la 
ocurrencia de unos hechos, no el examen de las causas que los generaron. Así, si 
el órgano de control encuentra que los hechos que sirven de fundamento a la 
declaración de urgencia manifiesta si ocurrieron y que se ajustan a los 
presupuestos del artículo 42 de la Ley 80 de 1993, dicha declaración será 
conforme a derecho. Ahora bien, esta modalidad de control fiscal resulta de gran 
utilidad, ya que puede impulsar la realización de otras investigaciones de tipo 
penal o disciplinario. 
  
2.3. Para esta Sala, es importante señalar que la urgencia manifiesta, aunque 
implique la posibilidad legal para celebrar contratos de forma directa e inmediata, 
bajo ninguna circunstancia puede convertirse en una regla general o en un 
instrumento discrecional en manos de las autoridades públicas, todo lo contrario, 
su aplicación es de derecho estricto y procede previa configuración real y efectiva 
de las precisas causales que el legislador establece en el artículo 42 de la Ley 80 
de 1993. 
  
En conclusión, la contratación por la vía de urgencia no puede ser una 
contratación abusiva, contraria a los principios de la contratación estatal, es decir, 
se debe garantizar la transparencia, la selección objetiva, la debida ejecución del 
contrato y el cumplimiento de las finalidades del mismo, esto es, prestar un buen 
servicio público a los administrados [6].” (Cursiva fuera de texto original). 
 
Que los trámites propios de un proceso de selección de contratistas de mínima 
cuantía; selección abreviada de menor cuantía, o licitación pública, se tornan 
demorados ante la inminencia de la toma de acciones preventivas contra el virus 
COVID-19, pues las etapas pre y contractuales demandan de varias semanas y la 
evidente urgencia que representa la amenaza del virus pandémico mencionado no 
da espera en cuanto a desplegar de manera inmediata todas las actividades 
encaminadas a la adquisición rápida o expedita de los elementos que integran el 
protocolo de salud para la prevención del contagio del virus COVID-19. 
 
En mérito de la expuesto, 
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RESUELVE 

 
ARTÍCULO PRIMERO: Decretar y hacer uso de la URGENCIA MANIFIESTA en el 
Distrito judicial de Montería, para adquirir mediante la modalidad de selección de 
Contratación Directa los elementos e insumos necesarios previstos en el protocolo 
de salud adoptado por el gobierno nacional y los demás artículos relacionados con 
el aseo y desinfección de sedes judiciales que sean útiles para la prevención del 
virus COVID-19. 
 
ARTÍCULO SEGUNDO: Enviar copia de esta resolución junto con el contrato o 
contratos que de ella se deriven y el informe ordenado en el numeral 3 de la 
Circular DEAJC20-17, a la Coordinación de Seccionales de la Dirección Ejecutiva 
de Administración Judicial. 
 

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 
Dada en Montería - Córdoba, a los  

 
 
 
 
 
 
 
 
ALFONSO JAIRO DE LA ESPRIELLA BURGOS 
 
 
 
 
Proyectó y aprobó: A.D.B. 
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